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NORMATI A Y JURISPRUDENCIA 

RAFAEL GIL 
CREMAD ES Leyes urbanísticas 

de las Comunidades Autónomas 

T
odas las Comunidades 
Autónomas pudieron 
aprobar leyes de conte­

nido urbanístico a partir de 
la entrada en vigo r de su Es­
tatuto de Autonomía. Esta es 
la regla competencia! que se 
desprende del desarrollo y 
cierre del proceso autonó­
mico habido en esta mate­
ria; regla en la que constitu­
ye un imposible jurídico 
pretender abrir excepcio­
nes. Se ha intentado, sin em­
bargo. Se ha defendido, en 
efecto, que el Estado podría 
dictar leyes urbanísticas pa­
ra Madrid porque la compe­
tencia urbanística de esta 
Comunidad no es exclusiva 
sino plena (1 ). Es ésta una 
interpretación que va con­
tra todos los usos de la argu­
mentación jurídica. Plena y 
exclusiva son vocablos 
equiva lentes, gramatical­
mente sinónimos, y su sig­
nificado jurídico en este 
contexto es idéntico. En el 
Estatuto de Madrid se defi­
nen las competencias ple­
nas de la Comunidad con 
los mismos términos que se 
emplean en los demás Esta­
tutos para definir las deno-

(1) FRANCISCO PERALES MA­
DUEÑO. «El régimen urbanisnco 
del suelo en la Le}' de Reforma del 
régimen urbanisnco y de valora­
ciones del suelo» Rel'ista de Dere­
cho Urbanístico 121(1991)22. 

minadas competencias ex­
clusivas . Unas y otras son 
competencias a las que es 
inherente la potestad legis­
lativa. La Comunidad de 
Madrid tiene, pues, la mis­
ma competencia sobre el 
urbanismo que cualquiera 
de las restantes Comunida­
des Autónomas. De hecho la 
ha ejercido pacíficamente, 
aprobando leyes que nadie 
ha considerado inconstitu­
cionalmente por falta de 
competencia urbanística ; y 
cuando en 1992 se elaboró 
la Ley Orgánica de Trans­
ferencias a las Comunida­
des de auto nomía diferida 
nadie planteó la necesidad 
de elevar este techo compe­
tencia! de la Comunidad 
madrileña porque de acuer­
do con las normas constitu­
cionales de distribución de 
competencias ya se había al­
canzado en esta materia el 
máximo posible cuando se 
aprobó su Estatuto de Auto­
nomía. 

En la práctica, sin em­
bargo, no todas las Comu­
nidades Autónomas han 
ejercido dicha potestad 
legislativa. Anda lu cía, La 
Rioja, Castilla-La Mancha y 
Extremadura no tienen leyes 
urbanísticas propias, apli­
cándose en ellas plenamente 
el ordenamiento estatal a tí­
tulo supletorio, hasta tanto 
no lo sustituyan por el suyo. 

Las demás Comunidades sí 
que han legislado, con más o 
menos intensidad, produ­
ciendo textos cuyo conteni­
do va a reseñarse aquí desde 
un punto de vista sustantivo, 
exclu yendo en principio 
cualquier referencia a sus 
aspectos meramente organi­
zativos o procedimentales, y 
com parativo, contrastán­
dolos con la correspon­
diente legislación estatal, pa­
ra de esta forma apuntar 
dónde y con qué alcance se 
innova, esto es, se diseña o se 
empieza a diseñar una polí­
tica propia, que es a lo que -
como ha señalado el Tribu­
nal Cons ti tucional- con­
duce por defini ción el 
ejercicio por una Comuni­
dad Autónoma de una com­
petencia exclusiva o plena (2). 
Toda esta producción norma­
tiva se agrupa rá, en conse­
cuencia, en dos etapas cuya 
divisoria es el afio 1990: en la 
primera, el contraste se hará 
con la Ley del Suelo reforma­
da en 1975, y en la segunda, 
con la reforma de esa misma 
ley estatal realizada en 1990. 
Dentro de cada uno de di­
chos períodos, las leyes auto­
nómicas se distribuirán en 
función de las materias en las 

(2) Sentencia 146 1986, de 25 
de noviembre (BOE del 10 de di­
ciembre), fundamento Jurídico 5. 0 . 

que de forma preferente han 
incidido: disciplina, suelo no 
urbanizable, gestión, valora­
ciones, medidas de interven­
ción en el mercado del suelo 
y de la vivienda (3 ). Se resu­
mirán también, en su caso, 
los extremos regulados en 
ellas que han sido conflictivos 

(3) Para la confección de esta 
síntesis se han examinado los s1-
gu1entes textos legales: 

País Vasco. Ley 9/ 1989, devalo­
ración del suelo. 

Cataluña . Le}' 9/ 1981, de pro­
tección de la legalidad urbanisnca , 
Ley 3/ 1984, de medidas de ade­
cuación del ordenamiento urbanís­
tico; Ley 12/1990, parla que se au­
toriza la refundición de los textos 
legales vigentes en Cataluña en ma­
teria urbanisnca, Decreto Legislan­
vo 1/1990, por el que se aprueba el 
Texto Refundido de los textos lega­
les vigentes en Cataluña en materia 
urbanísuca 

Galtcia. Ley 11/ 1985, de adap­
tación de la del Suelo a Galicia. 

Principado de Asturias: Ley 
3/1987, de discipli na urbanist1ca; 
Ley 6/1990, sobre ed1ficac16n y 
usos en el med io rural; Ley 2/ 
1991 , de reservas de suelo y actua­
ciones urbanísncas priomanas. 

Cantabna. Ley 4/ 1992, de cons­
muc1ón de reservas regionales de 
suelo y otras actuaciones urbanísn­
cas pnonranas. 

Región de Murcia. Ley 12/ l 986, 
de medidas para la protección de la 
legalidad urban!snca. 

Comu nidad Valenciana· Ley 
4/1992, sobre suelo no urbaniza­
ble 

Cananas. Ley 3 1985, de medi­
das urgentes en materia de urba­
nismo y de protección de la natura-



desde el pumo de VlSCa de su 
corrección constitucional. 

Prilnera etapa: 
1981-1990 
Disciplina urbanística 

• La primera ley auto­
nómica de comenido urba­
nístico fue la catalana 9/ 
1981 de protección de la lega­
lidad urbanística. Ese año, se 
discució en el Pa rlamemo de 
Cataluña sobre cómo solu­
cionar jurídicamente lo s 
problemas sociales ocasio­
nados por una situación ge­
neralizada de ilegalidad ur­
banística que, si bien no ex­
clusivos de Cataluña, eran en 
el la especia lmente graves. 
Del diagnóstico que se reco­
ge en la Exposición de moti­
vos de la Ley y de su propio 
articulado se desprende cla­
ramente que para el legisla­
dor autonómico el desorden 

leza; Ley 5/ 1987, sobre la ordena­
ción urbanística del suelo rústico, 
Ley 6/ 1987, sobre sistema de ac­
tuación de urbanización diferida; 
Ley 7 / 1990, de d1sc1phna urbanís­
uca y territonal. 

Nal'ana: Ley Foral 6/ 1987, de 
normas urbanísticas regionales pa­
ra protección y uso del territorio ; 
ley Foral 7/ 1989, de medidas de 
intervención en matena de suelo y 
v1v1enda (modificada por las Leyes 
Forales 8/ 1990 y 4/1992). 

Islas Baleares: Ley 8/ 1988, sobre 
ed1fic1os e inscalac1ones fuera de 
ordenación; Ley 10/1989, de susu­
tuc1ón del planeam1enco urbanísti­
co municipal ; Ley 10/ 1990, de dis­
ciplina urbanística (modificada por 
la Ley 2/1992); Ley 1/1991, de es­
pacios naturales y régimen urba­
nístico de las áreas de especial pro­
tección. 

Comunidad de Madrid: Ley 
4/ l 984, sobre medidas de discipli­
na urbanística; Ley 9/ 1985, espe­
cial para el tratamiento de actuacio­
nes urbanísticas ilegales (prorroga­
da su vigencia por Ley 3/ 1987). 

urbanístico imperante pro­
venía tamo de que la ley esta­
tal de 1976, aplicable en Ca­
taluña a título supleto rio, no 
se aplicaba, como de la exis­
tencia de lagunas legales que 
era urgeme colmar. «Nos en­
contramos -se dice- ame 
una extensa gama de promo­
ciones urbanísticas, tamo de 
uso residencial como indus­
crial , que carecen de cober­
tura legal. .. urbanizaciones 
desordenadas, emprendidas 
bajo la presión de intereses 
particulares y, en muchos ca­
sos, escaneadas en estado ru­
dimentario, con graves per­
juicios, no sólo para los ad­
quirentes de las parcelas, 
sino sobre todo para los 
Ayuntamientos, obligados 
por la lógica presión de la ve­
cindad y por el deseo de 
atender a los servicios muni­
cipales, a asumir unas cargas 
que en otro supuesto hubie­
ran correspondido al pro­
motor de la urbanización» . 

Son concretamente escas 
urbanizaciones de iniciativa 
particular, clandestinas o le­
gales pero mal ejecutadas, las 
que concentran la atención 
del legislador desde una do­
ble perspecciva: de futuro, 
estableciend o un régimen 
más estricto para las nuevas 
urbanizaciones en suelo ur­
banizable, con el que preten­
de conseguir que en lo suce­
sivo el planeamiento pre­
ceda a Ja actividad urbani­
zadora; y de pasado, me­
diante la legalización de lo 
indebidamente hecho o no 
hecho. Por lo que se refiere al 
primer aspecto -la ordena­
ción legal de esa iniciativa 
privada -se comienza por 
potenciar una técnica ya pre­
vista en el ordenamiento es-

taca!: la de los compromisos 
que deben contraer los 
propietarios / promotores 
del suelo objeto de un plan 
parcial, entre los que hay que 
destacar, por su novedad, el 
de justificar su potencial su­
ficiencia en relación con la 
evaluación económica de la 
ejecución de las obras de 
urbanización y de la implan­
tación de servicios; y el de 
ejecutar y, en su caso, con­
servar la urbanización según 
el plan asegurando el cum­
plimiento de éste con las co­
rrespondientes garantías. La 
garamía de la obligación de 
urbanizar se fija en el 12% 
del p resupuesto de las obras, 
pudiendo ser constituida en 
metálico o mediante hipote­
ca sobre cerrenos, títulos de 
la deuda pública o aval ban­
ca rio . La Administración 
puede sancionar el incum­
plimiento de tales obli­
gaciones con multas, rea­
lización de las garanúas, sus­
pensión de los efectos del 
plan, y subrogación en la eje­
cución indemnizando estric­
tamente el valor del suelo se­
gún la calificación anterior al 
plan y la obra útil realizada. 
Por otra parte, los planes 
parciales han de ser ejecuta­
dos, en principio, por el sis­
tema de compensación, que­
dando así excluida la Admi­
nistración po r ley de su 
gestión. Sólo cuando los te­
rrenos incluidos en el ámbi­
to del plan parcial per­
cenezcan durance todo el 
proceso de urbanización a 
un solo propietario, que sea 
a la vez promotor de ésta, y 
no esté prevista la conserva­
ción de la obra urbanizadora 
a cargo de los propietarios 
de las parcelas, no será obli-

gatoria la constitución de la 
junta de Compensación. 
Siembre debe existir, por 
tanto, un interlocutor -per­
sona física o jurídica- per­
fectamente identificab le y 
responsable frente a la Ad­
ministración. A esta finali­
dad obedece que, por ejem­
plo, no puedan venderse 
parcelas ni iniciarse obra al­
guna hasta tanto no se haya 
constituido la junta de Com­
pensación, y que ésta no 
pueda d isolverse si no ha 
formalizado las cesiones de 
obras, instalaciones y dota­
ciones. Y en cuanto al segun­
do de los aspectos indicados 
-dar una salida legal a los 
abusos cometidos- se para­
liza la situación heredada y, 
sin perjuicio de ejercitar la 
potestad sancionadora, se 
abren diferentes posibilida­
des de legalización cuyo de­
nominador común no es 
otro que la adecuación al 
planeamiento sea a través de 
la formulación de un plan 
cuando no exista, sea me­
diante la adaptación obliga­
da o incluso la revisión de 
los planes preexistentes. 

Coadyuva también al lo­
gro de la finalidad de la ley la 
introducción de una serie de 
complementos en el derecho 
sancionador vigente, como 
la tipificación de nuevas in­
fracciones (parcelación me­
diante arrendamiento, tala o 
derribo de árboles , publi­
cidad engañosa); la exigen­
cia a los sancionados con 
multa de los intereses de de­
mora para evitar que acudan 
a los tribunales con inten­
ción puramente dilatoria; la 
posibilidad de incautar o re­
tirar materiales o instrumen­
tos de construcción cuando 
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no se cumpla la orden de 
suspensión de obras ejecuta­
das sin licencia; y, sobre to­
do, la potenciación de los 
servicios de inspección. 

Una ref ercncia especial ha 
de hacerse, por último, a sus 
normas sobre la concordan­
cia que debe existir entre la 
gestión urbanística y la prác­
tica notarial y los libros del 
Registro de la Propiedad, co­
mo instrumento garantiza­
dor de la disciplina urbanís­
tica y de la seguridad jurídi­
ca de terceros implicados en 
el proceso de urbanización y 
utilización del suelo. A tal 
efecto se regulan con detalle 
las obligaciones de los nota­
rios y registradores de la 
propiedad para autorizar e 
inscribir, respecri va mente, 
escrituras de división de te­
rrenos; y se utiliza el Registro 
de la Propiedad como medio 
de información y garantía de 
la actividad controladora y 
sanc10nadora de la Adminis­
tración urbanística a través 
de la anotación preventiva 
de determinados actos ad­
ministrativos. Estas anota­
ciones pueden ser de dos 
clases: de mera publicidad o 
de embargo. Con las prime­
ras se adviene a todo intere­
sado de la situación adminis­
trativa que afecta a las super­
ficies o edificaciones que 
integran una finca hipote­
caria determinada, sin que 
ello suponga limitación algu­
na para el tráfico civil ni pa­
ra el acceso al Registro de la 
Propiedad de los actos o 
contratos que, con trascen­
dencia real, se produzcan 
respecto de dicha finca. Así 
pueden ser objeto de este ti­
po de anotación preventiva 
de carácter informativo que 

nunca implica cierre regis­
tra] la suspensión de actos de 
edificación o uso del suelo 
efectuados sin licencia u o r­
den de ejecución o si n ajus­
tarse a las condiciones esta­
blecidas en las mismas; la 
suspensión de los efectos de 
una licencia u orden de eje­
cución y la paralización de 
las obras iniciadas a su am­
paro; la anulación adminis­
trativa de una licencia u or­
den de ejecución; la reposi­
ción del suelo al estado 
anterior a la ejecución de las 
obras constitutivas de la in­
fracción; la iniciación de ex­
pedientes de disciplina ur­
banística; las medidas de eje­
cució n fo rzosa, cu ya 
anotación registra! si rve para 
informar de la posible ocu­
pación de la finca por la Ad­
ministración actuante a efec­
tos de la realización de las 
obras cuya falta de ejecución 
ha motivado el expediente; 
etc. Y con las anotaciones 
preventivas de embargo se 
trata de ga rantizar el cobro 
de las sanciones impuestas 
como consecuenc ia de un 
expediente de disciplina 
urbanística. Por último, se 
prevé también la registra­
ción de las condi ciones im­
puestas en la concesión de li­
cencias de obras mediante la 
práctica de nota marginal en 
la finca o fincas hipotecarias 
correspondientes al terreno 
sobre el que se lleva a efecto 
la concesión. La finalidad de 
esta nota marginal consiste 
en advenir a cualquier inte­
resado en la adquisición de 
la finca hipotecaria o de al­
gún derecho sobre la misma, 
de la situación adm inistrati­
va resultante de la concesión 
de la licencia y de las con-

diciones en que se produjo 
e l acto administrativo de 
co ncesión. Tiene, pues, ef ec­
tos meramente publicitarios 
sin que signifique obstáculo 
alguno para el acceso al Re­
gistro de toda clase de actos 
y contratos susceptibles de 
inscripción. 

• Las actuaciones de ini­
ciativa privada en suelo 
u rbanizable, especialmente 
las urbanizaciones, fueron 
asimismo reguladas por la 
Comunidad de Madrid en la 
Ley 4/1984 sobre medidas 
de disciplina urbanís tica, 
estableciendo garantías para 
que en el futuro los promo­
tores cumplan sus obligacio­
nes. En esta línea se exige la 
existencia de un plan parcial 
para la parcelación urbanís­
tica, las obras de urbaniza­
ción y las de edificación; las 
obras de urbanización re­
quieren además que previa­
mente a su realización esté 
aprobado el correspondien­
te proyecto; y el derecho a 
ed ificar sólo podrá ejercitar­
se una vez ejecutadas las 
obras de urbanización o, en 
su caso, tras haber asegura­
do la ejecución simultánea 
de la urbanización y de la 
edificación, y haberse ef ec­
tuado las ces iones obliga­
torias y gratuitas de terrenos 
previstas en el plan parcial a 
favor del Ayuntamiento. Son 
nulas de pleno derecho las 
parcelaciones realizadas sin 
licencia o antes de aprobarse 
el proyecto de compensa­
ción o de reparcelación; y al 
promotor que no sea propie­
tario del 60% de los terrenos 
se le obliga a acreditar la con­
formidad de los titulares re­
gistrales que alcancen dicho 
porcentaje. A estas disposi-

ciones de carácter general se 
añaden otras sobre nuevas 
determinaciones de los pla­
nes parciales, garantías, sis­
temas de actuación (dando 
preferencia al de compensa­
ción, pero sin imponerlo en 
todo caso como ocurría en la 
anterior ley catalana), y me­
didas que puede adoptar la 
Administración frente al in­
cumplimiento de obligacio­
nes, deberes y compromi­
sos. 

En cuanto a la interven­
ción en la edificación y uso 
del suelo, cabe reseñar algu­
nas novedades. La amplia­
ción de los actos sujetos o li­
cencia; la regulación de la ca­
ducidad de las licencias para 
garantizar que éstas se solici­
tan cuando se vayan a reali ­
zar efectivamente las obras e 
instalaciones; y el deber que 
se impone a las empresas su­
ministradoras de energía 
eléctrica, agua, gas y telefo­
nía, de exigir para la contra­
tación de los respectivos ser­
vicios la licencia de pnmera 
utilización u ocupación de 
los edificios e instalaciones. 
Se introducen también nue­
vos contenidos en el derecho 
sancionador propiamente 
dicho. Así, constituye infrac­
ción urbanística la no obten­
ción de licencia en los su­
puestos que la ley auto nó­
mica regula por primera vez, 
e l incumplimiento de los 
plazos de ejecución de obras 
de urbanización o del deber 
de conservación de las mis­
mas y de las instalaciones; y, 
respecto de las sanciones, se 
regula el destino del impone 
de las multas, se suprime, de 
confo rmidad con la Cons­
titución, la compatibilidad 
que existía en el ordena-



miento estatal entre las san­
ciones administrativas y pe­
nales, y, en general, se poten­
cian los servicios de inspec­
ción en la misma medida en 
que lo había hecho antes el 
Parlamento de Cataluña. 

Pero, a diferencia de lo 
que ocurría en esta ley cata­
lana, en la ley de la Comuni­
dad de Madrid no se con­
templaron las actuaciones 
urbanísticas ilegales. Se optó 
por tratarlas en una ley pos­
terior, la 4/1985, ley que se 
califica de especial. lo es en 
cuanto que su ámbito terri­
torial de aplicación queda 
circunscrito exclusivamente 
a las actuaciones que apare­
cen reseñadas en su anexo . 
Es también una ley excepcio­
nal, como lo era el régimen 
transitorio que, como se ha 
visto, se preveía en la citada 
ley catalana para este tipo de 
actuaciones clandestinas. En 
este caso, la ley nace con una 
vigencia temporal limitada a 
dos años, que por ley 3/ 
1987 fue ampliada un año 
más. Se trata, por tanto, de 
una ley excepcional y transi­
toria que ya ha agotado sus 
efectos, y que se dictó con la 
finalidad de obtener, atendi­
das las circunstancias espe­
cíficas de cada actuación, la 
restauración del orden jurí­
dico infringido y de la situa­
ción física alterada, o bien la 
regularización de las propias 
actuaciones a través de las fi­
guras de planeamiento con­
templadas en la Ley estatal o, 
en su caso, mediante la apro­
bación de los denominados 
Planes de Ordenación de 
Núcleos de Población. la re­
gularización pasa, pues, por 
la modificación o revisión 
del planeamiento, y única-

mente es posible si los terre­
nos quedan clasificados co­
mo suelo urbano, urbaniza­
ble o no urbanizable común 
y siempre que, en este último 
caso, se autorice la existencia 
de un núcleo de población. 
Se excluye, por tanto, la 
regularización en aquellos 
supuestos en los que las ac­
tuaciones aparezcan ubica­
das en suelo no urbanizable 
de especial protección ecoló­
gica, o en el no urbanizable 
común en el que no se per­
mita la formación de un nú­
cleo de población. Se afronta 
de este modo caso a caso y 
por decisión de la Adminis­
tración la realidad innegable, 
fruto de actuaciones clan­
destinas, de concentraciones 
urbanas en suelo no urbani­
zable, cuya regularización se 
realiza mediante un instru­
mento de ordenación nuevo 
y específico -el Plan de Or­
denación de Núcleos de Po­
blación- en el que ha de de­
terminarse el sistema de ges­
tión o de actuación, y que, 
sin perjuicio de la redacción 
de los oportunos proyectos 
de obras, no requiere la for­
mulación de proyectos de 
urbanización. 

Finalmente, respecto de la 
primera de las leyes de la Co­
munidad de Madrid , la 
4/1984, hay que señalar que 
su constitucionalidad fue 
puesta en duda por la Au­
diencia Territorial de Madrid 
que elevó cuatro cuestiones 
de inconstitucionalidad al 
Tribunal Constitucional, por 
entender que la habilitación 
que en ella se hacía al Conse­
jero competente de la Comu­
nidad Autónoma para que, 
en defecto de actuación por 
parte del Alcalde del Ayunta-

m iento afectado, pueda 
acordar de oficio la suspen­
sión de los efectos de una li­
cencia u orden de ejecución, 
con la consiguiente paraliza­
ción inmediata de los actos 
de edificación o uso del sue­
lo, cuando el contenido de 
aquellos actos administra­
tivos constituya manifiesta­
mente una infracción urba­
nística grave, vulneraba la 
autonomía de los entes loca­
les. Esta interpretación fue 
compartida por el Tribunal 
Constitucional que en su 
Sentencia 46/ 1992 estimó 
que el precepto cuestionado 
se oponía a la Ley de Bases de 
Régimen local, según la cual 
la suspensión de acuerdos 
de las entidades locales es 
sólo potestad de los Tribuna­
les, y que era contrario, por 
tanto, a la autonomía muni­
cipal. 

• El mismo problema de 
constitucionalidad se plan­
teó con ocasión de la aproba­
ción por el Parlamento de 
Canarias de la ley 3/1985 de 
medidas urgentes en materia 
de urbanismo y protección 
de la naturaleza, en la que se 
abordó la actividad edifica­
toria ilegal desde el punto de 
vista de su incidencia sobre 
el equi librio ambien tal, 
particularmente negativa en 
el caso de territorios insula­
res de superficie reducida. El 
legislador autonómico, para 
salvaguardar ese medio am­
biente frágil y amenazado, 
echa mano de las técnicas de 
carácter urbanístico, pero 
poniéndolas al servicio de la 
conservación y protección 
de los recursos naturales, es­
pecialmente de los no reno­
vables, y de los ecosistemas. 
A tal efecto amplía el listado 

de la ley del Suelo sobre los 
actos sujetos a licencia, en el 
que incluye, entre otros, la 
colocación de carteles y va­
llas, la instalación de casas 
prefabricadas, la construc­
ción de puertos de abrigo, 
etc.; y prevé supuestos en los 
que, por motivos medioam­
bientales, la Administración 
autonómica puede decretar 
la suspensión cautelar de los 
actos de uso del suelo y de la 
edificación, aun cuando di­
chos actos estén amparados 
por licencia o autorización 
previa, otorgada de acuerdo 
con su legislación específica, 
pudiendo procederse inclu­
so a la anulación de la licen­
cia por el procedimiento es­
tablecido para la revisión de 
oficio de los actos adminis­
trativos si se comprueba la 
existencia de daño ambien­
tal. Esta competencia auto­
nómica para decretar la sus­
pensión fue recurrida por el 
Estado ante el Tribunal 
Constitucional por entender 
que era contraria a la auto­
nomía local. la respuesta del 
Tribunal (Sentencia 148/ 
1991) fue, por una parte, 
interpretativa, haciendo una 
lectura conforme a la Consti­
tución de los términos que 
podían interpretarse o como 
simple suspensión de autori­
zaciones emitidas por la pro­
pia Administración autonó­
mica, o como medida caute­
lar o provisional que sólo 
sirve a la defensa de compe­
tencias de la Comunidad sin 
que ésta lleve a cabo un con­
trol de legalidad de actos 
municipales; y, por otra par­
te, declarativa de inconstitu­
cionalidad en cuanto al inci­
so que permite a la Comuni­
dad Autónoma revisar de 
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oficio licencias otorgadas 
por las Corporaciones loca­
les, por considerarlo incom­
patible con la autonomía 
municipal que la Constitu­
ción garantiza. 

• la adaptación de la ley 
del Suelo a las peculiaridades 
de la Comunidad Autónoma 
de Galicia es el objetivo, de 
alcance limitado, que se pre­
tende con la Ley 11/1985. 
De contenido disperso y he­
terogéneo, difícilmente siste­
matizable, en esta operación 
de adaptación se contem­
plan también medidas de 
protección de la legalidad 
urbanística, de las que tal vez 
la más destacable sea la ex­
tensión de las garantías a los 
créditos hipotecarios y a la 
publicidad, de forma que las 
entidades financieras pue­
den exigir a sus clientes la 
presentación del oportuno 
documento urbanístico (li­
cencia, certificado técnico, 
aprobación del Plan Parcial), 
y se sancionan con multa las 
campañas publicitarias que 
no informen sobre detenni­
nados extremos urbanísti­
cos de las actuac10nes que 
promocionen. Se detectan 
asimismo normas con vo­
cación legalizadora. 

• la ley murciana 1 2/ 
l 986 responde tanto en su 
título como en su articulado 
a un propósito ordenador 
muy parecido al que motivó 
la ley catalana 9/1981 de 
protección de la legalidad 
urbanística. Como en ésta, se 
parte de un diagnóstico so­
bre la endémica situación de 
indisciplina urbanística de­
rivada de la utilización del 
suelo no urbanizable para 
usos no compatibles con la 
conservación del medio físi-

co, el impago de impuestos y 
tasas, la construcción con 
técnicas abusivas y elemen­
tales y la parcelación incon­
trolada. Hechos consuma­
dos que perjudican a todos: 
a los adquirentes de parcelas 
o edificaciones ilegales, vícu­
mas de una publicidad enga­
ñosa, que han de afrontar los 
costes de la urbanización; a 
los Ayuntamientos que, por 
la desaparición jurídica y 
eco nómia de los promoto­
res, deben atender con fon­
dos públicos los servicios no 
realizados; y a los promoto­
res y constructores que de­
sarro ll an su actividad de 
acuerdo con la ley y el planea­
miento que se ven sometidos 
a una competencia desleal. 
Corregir tales situaciones es 
el objetivo de la ley, cuyas 
piezas claves -según su Ex­
posición de Motivos- son el 
ejercicio del derecho a la in­
formación previa a toda ad­
quisición, la acción popular 
para recurnr y denunciar los 
comportamientos ilegales, la 
actuación inspectora de la 
Administración, y la colabo­
ración de los notarios y re­
gistradores de la propiedad 
(posibilidad de notas margi­
nales de mera información o 
de anotaciones preventivas 
de embargo). 

• la ley 31/1987, apro­
bada por !ajunta General del 
principado de Asturias, sig­
nificó igualmente una adap­
tación a las peculiaridades 
de la región del ordenamien­
to vigente con el fin de po­
tenciar la eficacia de la ac­
ción disciplinaria urbanísti­
ca. Su contenido es similar al 
de las leyes autonómicas ya 
mencionadas, aunque me­
nos completo e innovador: 

reforzamiento del acto admi­
nistrativo de la licencia urba­
nística mediante la paraliza­
ción de las acciones y usos 
sobre el suelo que no hubie­
ran sido debidamente auto­
rizados, la imposibilidad de 
acceder a determinados ser­
vicios y suministros, etc. ; le­
galización de actos urbanísti­
cos irregulares; restauración 
de la realidad física alterada 
o transformada; inclusión en 
el concepto de infracción ur­
banística de determinadas 
conductas y omisiones que, 
directa o indirectamente, 
contribuyen a la perpetua­
ción de la irregularidad o im­
piden la obligada subsana­
ción de los efectos perjudi­
ciales derivados de las 
mismas; establecimiento de 
un contacto permanente en­
tre el proceso de urbaniza­
ción y los órganos encarga­
dos del mantenimiento de la 
disciplina ... Se trata, en su­
ma, no de reemplazar la re­
gulación estata l, sino de 
completarla en aspectos sus­
tantivos o procedimentales 
de alcance más bien limitado. 

• Asimismo ha de reco­
gerse en este apartado dedi­
cado a la disciplina urbanís­
tica, una Ley balear, la 8 / 
1988 sobre edificios e insta­
laciones fuera de ordena­
ción, cuya singularidad es 
que utiliza la calificación de 
fuera de ordenación prevista 
en la legislación del Estado 
para proteger la legalidad ur­
banística. Según la Ley del 
Suelo vigente cuando se 
aprobó esta ley auronómtca, 
los edificios o instalaciones 
erigidos con anterioridad a 
la aprobación de un plan que 
resulten disconformes con el 
mismo quedaban fu era de 

ordenación, no pudiendo rea­
lizarse en ellos, en principio 
(pues se preveían algunas 
excepciones), obras de con­
solidación, aumento de volu­
men, modernización o in­
cremento de su valor de ex­
propiación, permitiéndose 
únicamente las pequeñas re­
paraciones que exigieran la 
higiene, ornato y conserva­
ción del inmueble. Pues 
bien, este régimen Jurídico 
fue transformado profunda­
mente por el legislador balear. 
Primero, considera edificios 
e instalac10nes fuera de or­
denación todas aquellos que, 
de acuerdo con las determi­
naciones del planeamiento, 
estén afectados por opera­
ciones de remodelación ur­
bana; segundo, obliga a los 
Ayuntamientos a concretar 
en el Plan General o en las 
Normas Subsidiarias los ed­
ficios e instalaciones que, se­
gún dicho criterio legal, han 
de ser calificados como fuera 
de ordenación; y tercero, 
amplia los supuestos de fue­
ra de ordenación incorpo­
rando a ellos los edificios e 
instalaciones que mfnnjan el 
planeamiento o la legalidad 
urbanística, en los cuales no 
se podrá realizar obra algu­
na, ni siquiera pequeñas re­
parac10nes imprescindibles, 
y tampoco podrán ser dota­
dos en lo sucesivo de los ser­
vicios de suministro de 
energía eléctrica, gas, agua, 
alcantarillado o teléfono. Se­
mejante endurecimiento y 
ensanchamiento del régimen 
de fuera de ordenación com­
porta sin duda una desnatu­
ralización del previsto en el 
ordenamiento estatal, que, 
por lo demás, la ley autonó­
mica deroga expresamente. 

105 



106 

• Cierra esta relación de 
leyes autonómicas dedicadas 
a la regulación de los aspec­
tos disciplinarios del urba­
nismo, La del Parlamento de 
Canarias 7/1990, que, si 
bien es la más amplia, siste­
mática y completa de las 
aprobadas en esta primera 
época, tampoco opera una 
sustitución en bloque de la 
correlativa legislación esta­
tal, sino tan sólo un comple­
mento o adaptación de la 
misma. Este desarroUo legis­
lativo parcial tiene por finali­
dad dotar a la Administra­
ción pública de los instru­
mentos precisos para 
controlar eficazmente el 
ejercicio del derecho de edi­
fica- ción y uso del suelo, y 
para prevenir y reprimir las 
infracciones del ordena­
miento urbanístico. Sus 68 
artículos se ordenan bajo las 
siguientes rúbricas, cuya so­
la mención da idea exacta del 
alcance de esta norma: Estu­
dios de detalle y Proyectos 
de delimitación del suelo ur­
bano, medidas preventivas, 
medidas de protección de la 
legalidad urbanística (sus­
pensión de actuaciones, sus­
pensión y anulación de actos 
administrativos, restaura­
ción del orden jur!dico in­
fringido y de la realidad físi­
ca alterada, infracciones y 
sanciones), inspección urba­
nística. Viene a ser, pues, una 
acertada síntesis de las preo­
cupaciones políticas senti­
das en varias Comunidades 
Autónomas, y un elenco de 
soluciones jurídicas ya cono­
cidas. 

Suelo no urbanizable 
• ley de Canarias 5/ 

1987. El legislador canario 

justifica la aprobación de es­
ta ley, entre otras razones, en 
el carácter residual que se 
asigna en la Ley del Suelo al 
no urbanizable, «impropio 
-se dice en el Preámbulo de 
la ley autonómica- del papel 
relevante que el suelo rústico 
ostenta (sic) el equilibrio na­
tural de las distintas islas del 
archipiélago». Este juicio so­
bre la legislación supletoria 
estatal entonces vigente no 
puede ser plenamente com­
partido. En la Ley del Suelo 
de 1976, que no sólo era una 
ley de ordenación urbana si­
no también de ordenación 
del territorio, se contenían 
determinaciones precisas 
sobre el estatuto del derecho 
de propiedad en esta clase de 
suelo. Baste recordar aquí el 
régimen de usos y aprove­
chamientos, y las limitacio­
nes a las facultades de dispo­
sición, que encierran autén­
ticas normas de ordenación 
que se imponen directamen­
te desde la ley y al propio 
planeamiento. Por ello, es 
más exacto entender que la 
ley aprobada por el Parla­
mento de Canarias -de la 
que también se afirma en su 
Preámbulo que con ella se 
confiere al suelo rústico el 
mismo rango y nivel respec­
to de la ordenación urbanís­
tica que la Ley del Estado 
otorga al suelo urbano y ur­
banizable- prolonga esa 
misma tendencia ordenado­
ra inaugurada, o al menos re­
forzada, en el texto de 1976. 
En este sentido (4), no se es-

(4) MART!N BASSOLS habla, 
por el contrario, de una transfor­
mación lcgislauva cualicauvamente 
importante, de una profunda re-

tá ante una regulación com­
pletamente nueva. Aunque 
se dicta con vocación de sus­
tituir en parte a la estatal (5), 

lo cierto es que, por un lado, 
la interioriza convirtiéndola 
en Derecho autonómico, y, 
por otro, no va más allá de la 
introducción en el régimen 
urbanístico ya conocido de 
elementos, algunos cierta­
mente nuevos, que lo com­
pletan y desarrollan. Por 
ejemplo, se somete a licencia 
cualquier acto de división de 
fincas o predios, debiendo 
los notarios y registradores 
de la propiedad exigir la 
acreditación de su otorga­
miento para poder autorizar 
o inscribir escrituras de divi­
sión de terrenos. Para los ca­
sos de falta de plan o cuando 
la vigencia del plan esté sus­
pendida, se fijan condicio­
nes de edificabilidad, de for­
ma que sólo podrá autorizar­
se edificación aislada, sin 
paredes medianeras, que no 
exceda de una planta con ca­
rácter general ni de dos en 
los núcleos urbanos de po­
blación consolidados o asen-

cons1derac1ón de la categoría de 
suelo no urbanizable de la Ley de 
1976, que posibilita la penetración 
de la plenitud de los instrumentos 
urbanísticos en dicho upo de suelo, 
y de una nueva visión o filosofía 
(«Legislación urbanísuca de las Co­
munidades Autónomas y el dere­
cho de propiedad», en Urbanismo y 
Comunidades Autónomas, Barcelo­
na, Escala d 'Adm1mstrac1ó Pública 
de Catalunya / Agrupac1ó Catalana 
de Tecnics Urbamstcs, l 990, pp. 
100-1o1). 

(5) Según la Dispos1c1ón Final 
Segunda, los artículos 74, 77, 85 y 
86 de la Ley de Régimen del Suelo y 
Ordenación Urbana no serán de 
aplicación en la Comunidad Aucó­
noma de Canarias. 

tamientos rurales existentes, 
medidas en cada punto del 
terreno que ocupe. Tiene 
también fuerza de determi­
nación legal material de or­
denación la declaración de 
incompatibles con el suelo 
rústico forestal o de cumbre 
de las construcciones aisla­
das desunadas a vivienda 
unifamiliar, agrícola o resi­
dencial, así como de las cons­
trucciones e instalaciones 
previstas por el planeamiento 
en las áreas delimitadas como 
asentamiento rural. Y para 
orientar la tarea calificadora a 
realizar en los planes, se des­
criben los distintos tipos de 
suelo rústico existentes en la 
Comumdad, entre los que fi­
guran -y ello es rigurosa­
mente nuevo- los asenta­
mientos rurales, esto es, usos 
residenciales cuya realidad se 
reconoce abiertamente para 
así poderlos integrar de for­
ma armónica en el graduado 
y matizado régimen urbanís­
tico del suelo rústico que se 
articula en la Ley. 

• En la ley Navarra 6/ 
1987 se contienen las deno­
minadas Normas Urbanísti­
cas Regionales, instrumento 
de ordenación del territorio 
que había sido creado por 
Ley Foral l 2/1986. En un ele­
vado tanto por ciento son 
normas para la protección 
del suelo no urbanizable y el 
desarrollo armónico de los 
núcleos de población rurales. 
De carácter básico y común, 
se aplican directamente al te­
rrito rio sin planeamiento. 
Respecto del suelo no urbani­
zable, se regulan las activida­
des y usos, clasificándolos en 
no constructivos y construc­
tivos, permitidos, autoriza­
dos y prohibidos; se distin-



guen hasta seis categorías de 
suelo no urbanizable, pre­
viéndose para cada una de 
ellas un peculiar régimen de 
protección; y se prohíben de­
terminadas acciones u omi­
siones referentes a activida­
des no constructivas. Se trata 
en cualquier caso de una nor­
mativa de mínimos de pro­
tección, que puede ser refor­
zada en los correspondientes 
instrumentos de planeamien­
to, en los que se declararán 
fuera de ordenación aquellas 
construcciones e instalacio­
nes que resulten disconfor­
mes con los regímenes de 
protección. Las limitaciones 
impuestas a las actividades y 
usos existentes sólo son in­
demnizables cuando no re­
sulten compatibles con la uti­
lización tradicional y consoli­
dada de los predios. Y res­
pecto de los núcleos rurales, 
que pueden ser compactos o 
dispersos, se impone al pla­
neamiento local y comarcal la 
clasificación de estos últimos 
-que son las agrupaciones 
discontinuas de caseríos vin­
culados a formas tradiciona­
les de explotación agropecua­
ria- como suelo no urbani­
zable. 

Gestión 
• La Ley catalana 3/ 1984, 

de medidas de adecuación 
del ordenamiento urbanísti­
co, destaca del resto de la le­
gislación autonómica por 
abordar de forma preferente 
la gestión urbanística. Llegar a 
un sistema de gestión que ga­
rantice la urbanización efecti­
va de los terrenos y evite la re­
tención especulativa de los 
suelos urbanizables es, en 
efecto, una de las metas que 
se pretende alcanzar con la 

ley. Para ello se establecen, en­
tre otras, las siguientes medi­
das de agilización de la ges­
tión: se posibil ita que los sec­
tores de planeamiento parcial 
se desarrollen por subsecto­
res mediante la ap robación 
de un plan parcial que ha de 
ir acompañado de un avance 
de plan referido a todo el sec­
tor que garantice la coheren­
cia de la ordenación en su 
conjunto; se flexibiliza el con­
cepto de sistema local en sue­
lo urbanizable al permitirse 
que los suelos de cesión gra­
tuita se destinen a una sola fi­
nalidad; el aprovechamiento 
medio se fija sector a sector; 
se configura un régimen de 
gestión específico para los 
sectores de urbanización 
prioritaria aplicab le en los 
municipios de más de 12.000 
habitantes; y se refuerza la 
publicidad de los planes con 
la creación de los certificados 
sobre aprovechamiento ur­
banístico. 

• Bajo esta misma rúbrica 
pueden colocarse dos leyes 
breves, pero de cierto interés: 
la 6/ 1987, de Canarias, sobre 
sistema de actuación de urba­
nización diferida, y la 10/ 
1989, de las Islas Baleares, de 
sustitución del planeamiento 
urbanístico municipal. Con la 
Ley 6/ 1987 el Parlamento de 
Canarias introdujo en el orde­
namiento urbanístico un con­
cepto nuevo: la urbanización 
diferida. Se trata, en síntesis 
de fragmentar el proceso ur­
banizador en fases que permi­
tan una distribución en el 
tiempo de los costes de urba­
nización. Hay una primera fa­
se en la que basta con cumplir 
unos requisitos mínimos de 
urbanización para que ya se 
produzcan solares que pue-

dan ser objeto de venta. Con­
cretamente, tienen la conside­
ración de solares las superfi­
cies de suelo que cuenten con 
((los accesos rodados al área 
objeto de intervención, la ex­
planación de viales, la mate­
rialización de alineaciones y 
rasantes mediante bordillo y 
redes subterráneas de sumi­
nistros de agua potable, ener­
gia eléctrica domiciliaria, en­
tubado de las redes de alum­
brado público y telefonía, así 
como el señalamiento del tra­
zado de la futura red de alcan­
tarillado». Y al resto de la ur­
banización hasta su total ter­
minación se dedican las fases 
ulteriores que se estimen ne­
cesarias. Esta programación 
debe concretarse en un con­
venio, autorizado por el Go­
bierno regional, entre el 
Ayuntamiento, el urbanizador 
y los adquirentes de solares, 
regulador de los derechos y 
obligaciones respectivos, en el 
que, como mínimo, deben 
constar los siguientes extre­
mos: d istribución de benefi­
cios y cargas en orden a la ges­
tión urbanística del suelo, ca­
so de ser necesaria ; obras 
mínimas de u rbanización a 
realizar en la primera fase; 
modo de reparto y pago de los 
costes de las obras de urbani­
zación en dicha fase; obras de 
ejecución diferida, sistemas 
de actuación y formas de fi­
nanciación y reparto; planos 
y condiciones de las diversas 
fases de la urbanización y re­
quisitos de los proyectos de 
obras que las desarrollan; ga­
rantías exigidas al urbaniza­
dor y a los demás interesados 
en el proceso para asegurar la 
completa ejecución del con­
venio, así como las conse­
cuencias jurídicas que conlle-

varán los supuestos de su in­
cumplimiento; determina­
ción del valor inicial de los te­
rrenos; y compromiso del ad­
quirente del solar que garanti­
ce la acometida de sanea­
miento domiciliario a la 
futura red de alcantarillado. Se 
imponen, por tanto, toda una 
serie de cautelas para que la 
flexibilidad del sistema no de­
genere en incumplimiento. Es 
ciertamente una solución in­
novadora, que rompe el prin­
cipio de no transferencia de 
costes a la Administración Pú­
blica, y equilibrada, al grave 
problema social de las edifica­
ciones sin urbanizar o con ur­
banización insuficiente, y re­
sulta reforzada por la habilita­
ción a los Ayuntamientos y al 
Gobierno regional para que 
concierten con el urbanizador 
topes máximos en los precios 
de venta de los solares. Por su 
parte, la Ley balear 10/ 1989 
abre a los municipios peque­
ños (con una población de 
derecho no superior a los 
5.000 habitantes) y sin interés 
turístico, que cuenten con 
Plan General adaptado a la Re­
forma de 1975, la posibilidad 
de sustituir este instrumento 
de planea miento por unas 
Normas Subsidiarias. El moti­
vo de este descenso en la es­
cala del planeamiento no es 
otro que ahorrar a esos muni­
cipios las complicaciones que 
conlleva la gestión de un Plan 
General (en particular, la apli­
cación del aprovechamiento 
medio). Es, por lo demás, una 
facultad que ya se concedió en 
el ordenamiento estatal (Real 
Decreto-Ley 16/ 1981) a los 
municipios con Plan General 
no adaptado a la citada refor­
ma de la Ley del Suelo. 
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Valoraciones 
Hasta la publicación de la 

Ley del País Vasco 9/ 1989 
dedicada especlficamente a 
las valoraciones, se había le­
gislado muy poco sobre este 
tema en las Comunidades 
Autónomas. Cataluña (Ley 
3/ 1984) había aplicado el 
valor inicial a los sistemas 
previstos en el suelo urbani­
zable, y la Comunidad Foral 
de Navarra (Ley 7/1979) ha­
bía desarrollado las disposi­
ciones de Ja Ley del Suelo de 
1976 sobre régimen devalo­
ración del suelo con la espe­
cialidad de los supuestos de 
mcumplimiento de deberes 
urbanísticos. Tampoco la ci­
tada ley vasca, aunque sea 
monográfica, constituye una 
nueva ordenación de la ma­
tena. Se aplica a toda clase de 
terrenos clasificados o no ur­
banísticamenre. Se extien­
den, pues, los conceptos de 
la Ley del Suelo a todo tipo 
de situaciones, con indepen­
dencia tanto del carácter rús­
tico o urbano de los terrenos 
como de la existencia o no de 
figuras de planeamiento. Se 
asimila, a efectos de su valo­
ración, el suelo urbanizable 
no programado al no urbani­
za ble, aplicándose el valor 
inicial ; y a efectos de la de­
terminación del valor urba­
nístico se establece el apro­
vechamiento de los terrenos 
destinados a sistemas gene­
rales. Por último, se dedica 
un capítulo a regular la valo­
ración de derechos plena­
mente patrimonializados. 

Medidas de intervención 
en el mercado del suelo y 
de la vivienda 

Con la finalidad de Juchar 
contra el incremento especta-

cular del p recio del sucio 
-que el legislador navarro 
atribuyó en primer término a 
la especulación-, y su reper­
cusión en el de La vi vi en da so­
cial, se aprobó la Ley Foral 
7 / 1989 (modificada por las 
Leyes Forales 8/1990 y 
4/1992) reguladora de un 
conjunto de instrumentos ju­
rídicos que refuerzan el con­
trol público sobre la propie­
dad inmobiliaria. Algunos de 
ellos no existían entonces en 
nuestro ordenamiento urba­
nístico. Tal es el caso de la 
atribución a la Administra­
ción Foral de un derecho de 
adquisición preferente en 
forma de tanteo y retracto. Pa­
ra regularizar el mercado del 
suelo, constituir o ampliar 
patrimonio público o enjugar 
déficit dotacionales, el Go­
bierno de Navarra puede de­
limitar zonas en las que las 
transmisiones por compra­
venta o permuta de terrenos y 
edificaciones quedan someti­
das a tanteo y retracto. Idénti­
co derecho puede ejercitarse 
en los supuestos de transmi­
siones de suelo destinado a la 
construcción de viviendas de 
protección oficial, y en las 
primeras y sucesivas trans­
misiones por compraventa 
sobre Las viviendas de protec­
ción oficial y sus anejos. 
Otras novedades introduci­
das por esta Ley son el deber 
de prever en los planes urba­
nísticos suelo para viviendas 
de protección oficial en las lo­
calidades de más de 2.000 
habitantes, y la ejecución for­
zosa de los polígonos o uni­
dades de actuación. Por otro 
lado, se configura un régimen 
general de expropiación por 
razones urbanísticas para fa­
cilitar la promoción de vi-

v1endas, desarrollándose las 
previsiones de la Ley del Sue­
lo en cuanto a la expropia­
ción por incumplimiento de 
deberes urbanísticos. 

Desde el punto de vista de 
su constitucionalidad hay que 
señalar que el Estado recurrió 
ante el Tribunal Constitucional 
(Recurso de inconsmucionali­
dad n. 0 1840/ 1989) los pre­
ceptos -cuya vigencia no está 
en suspenso- en virtud de los 
cuales la Administración Foral 
puede imponer multas a nota­
nos y registradores de la pro­
piedad cuando eleven a escri­
tura pública o inscriban en el 
Registro terrenos o viviendas 
sujetos a derecho de tanteo o 
retracto sin que conste o se 
acredite la notificación que los 
transmitemes deben hacer a la 
Administración. 

Segunda etapa: 
desde 1990 
Disciplina urbanística 

En esta segunda etapa, só­
lo el Parlamento de las lslas 
Baleares ha legislado sobre 
disciplina urbanística (Ley 
10/ 1990 modificada por la 
2/1992). Se trata de una nor­
ma extensa en la que viene a 
sistematizarse la amp lia y 
notable legislación autonó­
mica que incidió en esta ma­
teria durante la década de los 
ochenta. En líneas generales, 
su contenido coincide, pues, 
con el de las leyes ya reseña­
das. Ha sido, no obstante, 
una ley polémica desde el 
punto de vista de su correc­
ción constitucional. Estos 
son los puntos que han sido 
recurridos por el Estado an­
te el Tribunal Constitucional 
(Recurso de inconstituciona­
lidad n. 0 358/1991): 

1. La sujeción a licencia 
de las obras de construcción 
de infraestructura civil, salvo 
las previstas en un Plan espe­
cial, territorial o director sec­
torial y los de mejora y man­
tenimiento de las obras pú­
blicas, que se consideró 
incompatible con la compe­
tencia estatal para planificar, 
proyectar, construir, conser­
var y explotar las obras rela­
tivas a defensa, aduanas, 
puertos y aeropuertos de in­
terés general, seguridad pú­
blica y, sobre todo, las obras 
públicas de interés general o 
cuya realización afecta a más 
de una Comunidad Autóno­
ma como autopistas, carrete­
ras u obras hidráulicas. 

2. Que se permita solici ­
tar y obtener una nueva li­
cencia de obras ajustada a 
ordenación una vez declara­
da la caducidad de una licen­
cia. Se produce aquí, a juicio 
del Estado, una violación de 
su competencia constitucio­
nal para definir la base que 
se contiene en el artículo 24 
de la Ley 8/1990, con arre­
glo a la cual se prohíbe ini­
ciar o reanudar las obras al 
amparo de una licencia ca­
ducada (salvo las estricta­
mente necesarias para ga­
rantizar la seguridad de las 
personas y bienes, y el valor 
de la edificación realizada), y 
se ordena expropiar o ven­
der forzosamente los corres­
pondientes terrenos con las 
obras ya ejecutadas. 

3. Vio también el Estado 
una infracción de la parte bá­
sica de la ley 8/ 1990 en la re­
ferencia que, al hablar de la 
garantía hipotecaria para 
asegurar la obligación de ur­
banizar, se hace en la ley ba­
lear al l 0% del aprovecha-



miento medio, concepto 
procedente de la Ley del Sue­
lo de 1976 que en 1990 ha 
sido sustituido por el apro­
vechamiento tipo. 

Completan el objeto de 
este recurso de inconstitu­
cionalidad dos normas que, 
por entenderse que forman 
parte de las bases de las obli­
gaciones contractuales, de la 
ordenación de los Registros 
y de la legislación civil, sólo 
al Estado compete aprobar­
las. La primera determina el 
rango entre dos hipotecas y 
la segunda excluye el benefi­
cio de excusión a que se re­
íiere el artículo 1830 y con­
cordantes del Código civil, 
sa cual fu ere la voluntad de 
las partes. Estos preceptos 
no pueden aplicarse actual­
mente por haber ratificado el 
Tribunal Constitucional (Au­
to de 2 de julio de 1991) la 
suspensión de su vigencia. 

Suelo no urbanizable 
• En la Ley del Principa­

do de Asturias 6/1990, si 
bien se parte de un esquema 
general de las diferentes ca­
tegorías de suelo no urbani­
zable, el grueso de la misma 
se dedica a la regulación de 
una de esas categorías, la que 
se denomina núcleo rural. 
Son núcleos rurales los asen­
tamientos consolidados de 
población en suelo no urba­
nizable que el planeamiento 
municipal configure con tal 
carácter, en función de las 
circunstancias edificatorias, 
socioeconómicas y de cual­
quier otra índole que mani­
fiesten la imbricación racio­
nal del asentamiento en el 
medio físico donde se sitúa. 
La Comunidad Autónoma 
pretende concentrar en ellos 

los posibles uso3 económi­
cos y residenciales del suelo 
no urbanizable para de esta 
forma poder preservar los 
valores naturales que todavía 
subsisten en las zonas que 
históricamente se han man­
tenido al margen de la ocu­
pación humana. Este despla­
zamiento del fenómeno edi­
ficatorio hacia los núcleos se 
procura a través de un doble 
estímulo: se permiten mayo­
res posibilidades de cons­
trucción, y se facilita la rápi­
da ejecución de las obras 
mediante la simplificación 
de trámites y la desconcen­
tración o delegación de las 
facultades de autorización. 

Se aborda también, sin 
complejos, la existencia de 
usos industriales en suelo no 
urbamzable, previéndose la 
posibilidad de autorizar 
construcciones destinadas a 
fines industriales en suelos a 
los que el planeamiento en vi­
gor asigne un destino indus­
trial pero que, por no haber 
sido objeto de la necesaria 
gestión, mantengan todavía 
las características fácticas del 
no urbanizable. Y con carác­
ter excepcional, para grandes 
actuaciones de interés regio­
nal, se admite incluso la apro­
bación inmediata, al margen 
del procedimiento ordinario, 
de un plan especial mdustnal 
en sucio no urbanizable. 

• EnlaLeyl/1991,la 
Comunidad Autónoma de 
las Islas Baleares clasifica di­
rectamente una serie de 
áreas, que d elimita , como 
suelo no urbanizable de pro­
tección especial. Sobre estas 
áreas se dispuso con carácter 
básico en la Reforma de la 
Ley del Suelo de 1 990 que el 
planeamiento territorial y 

urbanístico podían delimi­
tarlas, disposición que apa­
rece citada en la Exposición 
de Mmivos de la ley autonó­
mica. No parece, sin embar­
go, que pueda decirse con 
propiedad que se está aquí 
ante un desarrollo de la legis­
lación del Estado. Primero , 
porque si se tienen en cuen­
ta las normas constituciona­
les de distribución de com­
peten das, habría que afir­
mar que el Estado habilita 
para algo que ya forma parte 
de las potestades de la Co­
munidad Autónoma; y, se­
gundo, es técnicamente in­
correcto calificar de básica 
una no rma de remisión y de 
simple apertura de posibili­
dades, esto es, no formulada 
-contra lo exigido por el 
Tribunal Constitucional­
como mínimo común nor­
mativo que se impone a to­
dos los poderes territoriales, 
a pamr del cual éstos pueden 
aprobar los desarrollos que 
estimen necesarios. 

Pues bien, la referida cla­
sificación urbanística ex lege, 
se completa con un detallado 
régimen mínimo de protec­
ción que resulta vinculante 
no sólo para los nuevos ins­
trumentos de planeamiento, 
sino también para los apro­
bados en todo aquello que 
devenga incompatible con 
dicho régimen urbanístico. 
Se determina, por ejemplo, la 
finca mínima susceptible de 
edificación; se prohíbe, sin 
excepción alguna, la cons­
trucción de campos de golf o 
de puertos deportivos; se fi­
jan los criterios arquitectóni­
cos y de situación de las nue­
vas edificaciones; y se res­
tringen rigurosamente la 
apertura de caminos, viales o 

canteras, la instalación de 
tendidos aéreos telefónicos o 
eléctricos, así como la publi­
cidad. 

• Mucho más ambiciosa 
que estas dos últimas leyes 
autonómicas es la Ley valen­
ciana 4/ 1992, sobre la que ya 
se han vertido justos elogios 
(6). Constituye, en efecto, una 
completísima y original regu­
lación del suelo no urbamza­
ble, en la que, a través de las 
técnicas urbanísticas de clasi­
ficación y calificación, se defi­
ne la función social de la pro­
piedad de este tipo de suelo 
delimitando su contenido. La 
ley -se dice en su Preámbu­
lo- realza las funciones so­
ciales que puede cumplir la 
exclusión de un terreno del 
proceso urbanizador y que 
conviene sean formalmente 
explicitadas y, desde luego, 
tuteladas. Consecuentemen­
te, el estatuto dominical de 
este suelo, en su vernente li­
mitativa, no puede ceñirse a 
las simples prohibiciones de 
hacer o actuar, debe implicar 
además obligaciones positi­
vas o activas tendentes a la 
conservación del territorio en 
condiciones adecuadas. Y 
desde el punto de vista de los 
derechos, el régimen del sue­
lo se articula sobre la distin­
ción entre el sujeto a especia­
les medidas de protección y 
el sometido a una regulación 
común. El derecho de la pro­
piedad del suelo no urbaniza­
ble común queda integrado 
por una serie de facultades 

(6) LUCIANO PAREJO AL­
FONSO. ~El régimen del suelo no 
urbamzablc de la Ley valenciana 
4/1992, de 4 de JUnlO». Revista de 
Derecho Urhan istico, marzo-abnl 
1993, pp 49-77. 
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reconocidas ex lege de carác­
ter agrario o simila~ y las que 
se atribuyen para la ordena­
ción urbanística en el caso de 
actividades de naturaleza ur­
banística. A su vez, esta orde­
nación se realiza bien vía pla­
neamiento, cuando se trata 
de actividades que la ley tipi­
fica como más elementales, o 
a través de la denominada de­
claración de interés comuni­
tario en el caso de actuacio­
nes productivas y terciarias. 
Por su parte, el estatuto del 
suelo sujeto a especiales me­
didas de protección lo deter­
minará cada plan tomando 
del régimen co mún só lo 
aquellos elementos compati­
bles con los valores a prote­
ge~ sin que pueda quedar in­
tegrado, en principio, por fa­
cultades propiamente urba­
nísticas. Ha de destaca rse 
también la novedad que re­
presentan el establecimiento 
de un canon compensatorio 
del aprovechamiento urba­
nístico que pueda obtenerse 
por la aprobación singular de 
actuacio nes p roductivas y 
terciarias, y que se acuda al 
concurso para la selección de 
iniciativas en el caso de actua­
ciones mayores, esto es, las 
productivas o terciarias que 
se p retendan acometer en el 
espacio rústico y que, por su 
tamañ o y trascendencia, 
co ns tituyen por sí mismas 
elementos iníluyentes en la 
estructura territorial. 

Medidas de intervención en 
el mercado del suelo y de la 
vivienda 

En la Ley 8/1990 sobre 
reforma del régimen urba­
nístico y valoraciones del 
suelo el Estado habilitó a los 
Ayuntamientos para que pu­
dieran adop ta r d etermina-

das medidas de intervención 
en el mercado del suelo y de 
la vivienda. Entre ellas figu­
ran la delimitación de áreas 
en las que las transmisiones 
onerosas de ciertos terrenos 
o viviendas quedan sujetas al 
ejercicio por las Corporacio­
nes Locales de los derechos 
de tanteo y retracto (arts. 90 
a 97), de reserva de terrenos 
en suelo urbanizable no pro­
gramado o n o urbanizable 
para la constitución o am ­
pliación del Patrimonio Mu­
nicipal del Suelo (arts. 99 a 
101), así como La afectación 
de terrenos con destino a la 
construcción de viviendas 
de protecció n pública (art. 
35.3). En esta misma línea, 
que como se vio ya fue anti­
cipada en la etapa anterior 
por la Comunidad Foral de 
Navarra, se mueven las leyes 
autonómicas que se resu­
men a continuación. 

• La ley asturiana 2/ 1991, 
de reservas de suelo y actua­
ciones urbanísticas priorita­
rias, se aprobó con la finalidad 
de solucionar los problemas 
urbanísticos de aquellos nú­
cleos que perentoriamente 
precisen viviendas de promo­
ción pública, protección ofi­
cial, o libres con precio tasado, 
industrias, equipamientos, 
sistemas, etc. Para afrontar ta­
les necesidades sociales la Ad­
ministración regional queda 
habilitada para la adopción, 
de fo rma independiente o 
acumulativamente, de las si­
guientes medidas de interven­
ción en el mercado del suelo y 
de la vivienda: 

1. Ejercicio de los dere­
chos de tanteo y retracto so­
bre suelo y edificaciones en 
áreas previamente delimita­
das. 

2. Constitución de reser­
vas regionales de suelo me­
dia nte su expropiación en 
zonas d elimitad as por el 
ejercicio de los derechos de 
tanteo y retracto. Cualquier 
entidad pública o sociedad 
con capital exclusiva o mayo­
ritariamente público cuyo 
fin primordial sea la promo­
ción , urbanización o condi­
cionamiento de suelo, mejo­
ra, conservación, protección 
o rehabilitación de áreas to­
tal o parcialmente edificadas, 
puede ser beneficiaria de la 
expropiación. Se estab lece 
como preferente el procedi­
miento de tasación conjunta, 
siendo pos ible efectuar el pa­
go del justiprecio con parce­
las resultantes o con otras de 
aprovechamiento urbanísti­
co equivalente. 

3. Actuaciones urbanísti ­
cas prioritarias en áreas de 
reserva o de titularidad pú­
blica mediante la tramitación 
abreviada de planes aproba­
dos inicial, provisional y de­
finitivamente por la Admi­
nistración autonómica. Del 
régimen jurídico prev isto 
para estas intervenciones ur­
gentes llama la atención que 
se posibilite variar en el sue­
lo no urbanizable las condi­
ciones de ed ificabilidad fija­
das originariamente en el. 
Plan General o en las Nor­
mas subsidiarias. 

• Una copia de esta Ley 
astu riana es la Ley de Canta­
bria 4 / 1992, que sólo se 
aparta de aquélla para intro­
ducir en el régimen de ex­
propiaciones para la consti­
tución de reservas regionales 
de suelo una norma por la 
que, una vez que la Comu ni­
dad Autónoma haya iniciado 
los trámites para proceder a 

la expropiación de terrenos 
clasificados como no urbani­
zables, el Ayuntamiento afec­
tado procederá a la modifi­
cación de su planteamiento 
clasificando los mismos co­
mo suelo urbanizable o apto 
para urbanizar en el plazo 
que se determine por el ór­
gano autonó mico corres­
pondiente (art. 3), precepto 
legal actualmente en suspen­
so como consecuencia del 
recurso de inconstirucionali­
dad n. 0 1321 / 1992 inter­
puesto por el Presidente del 
Gobierno y del Auto del Tri­
bunal Constitucional de 20 
de octubre de 1992. El Esta­
do interpretó que el legisla­
dor autonómico subordina­
ba incondicionada e irresis­
ti bl emen te la potestad de 
planeamiento propia de los 
Ayuntamientos a la potestad 
expropiatoria de la Comuni­
dad, desnaturalizando aqué­
lla y conculcando la autono­
mía municipal. 

Los efe et os de la 
lecrislación 
urbanf stica de las 
Co1nunidades 
Autóno1nas en el 
derecho estatal 

Parece conveniente cerrar 
este contraste entre las leyes 
autonómicas y el Derecho 
estatal, tanto preconstitucio­
nal como posconstitucional, 
con una consideración gene­
ral sobre un tema que apare­
ce regulado en las disposi­
ciones finales de la mayoría 
de aquéllas: qué efectos jurí­
dicos se derivan para el or­
denamiento estatal de la 
aprobación de estas leyes 



secto riales. Son varias las 
cláusulas empleadas. En 
unos casos, se dice que la 
normativa del Estado nomo­
dificada o que no se oponga 
a la nueva legislación auto­
nómica continuará aplicán­
dose, o, viceversa, que ya no 
será de aplicación la modifi­
cada o contraria, o, concreta­
mente, se señalan qué artícu­
los de la legislación estatal 
dejarán de aplicarse en el 
ámbito de la Comunidad Au­
tónoma. Se habla también de 
que continuará en vigor lo 
no modificado, de dejar sin 
efecto las disposiciones que 
se opongan a la ley, y hasta de 
derogar -es la fórmula más 
radical- todos aquellos pre­
ceptos de las leyes estatales 
que estén en contradicción 
con lo previsto en el ordena­
miento autonómico. 

Algunas de estas disposi­
ciones, aparte de que puedan 
ser defectuosas desde la pers­
pectiva de la técnica legislati­
va, pueden constituir un ex­
ceso competencia! por pane 
de los legislativos autonómi­
cos si se examinan a la luz del 
criterio establecido por el Tri­
bunal Constitucional en su 
Sentencia 132/1989 por la 
que resolvió el recurso de in­
co nstitucionalidad contra la 
Ley del Parlamento de Catalu­
ña 18/ l 985 de Cámaras Pro­
fesionales Agra rias. En esta 
ley se dejaba sin vigencia en 
Cataluña un Real Decreto del 
Gobierno del Estado así co­
mo las disposic10nes que lo 
complementaban o desarro­
llaban, disposición -califica­
da d e de rogatoria- que el 
Tribunal declaró inconstitu­
cional en base a la siguiente 
argumentación: «es cierto 
que cuando el legislador au-

tonómico regula materias de 
su competencia sobre las que 
existe normativa estatal viene 
a desplazar tal normativa, 
aplicándose con preferencia 
en cada Comunidad Autóno­
ma las disposiciones propias; 
pero ello no supone ni que La 
Comunidad Autónoma ... sea 
competente para establecer la 
derogación o no de normas 
estatales (Sentencia 5/1981, 
fundamento jurídico 3), aun­
que ello se circunscriba al 
ámbito territorial de la Co­
munidad, ni, más genérica­
mente, para determinar los 
efectos que sus normas pro­
ducen sobre el Derecho esta­
tal preexistente, pues la vi­
gencia y aplicabilidad de éste 
será la que resulte de las nor­
mas constitucionales que re­
gulen la relación entre el or­
denamiento estatal y el auto­
nómico (así, el art. l 49.3 CE.), 
y no lo que establezca el legis­
lador autonómico» (Funda­
mento jurídico 33). No cabe 
hablar, pues, de derogación 
del Derecho estatal por el De­
recho autonómico (ni al con­
trario). La derogación sólo se 
puede producir en el interior 
de cada ordenamiento, por 
obra de cada poder legislativo 
respecto de sus propias nor­
mas. Por ello, el Tribunal, al 
igual que la doctrina, prefiere 
hablar de desplazamiento de 
normas. Lo dice en esta Sen­
tencia, y lo volverá a decir en 
una posterio r, la 214/ 1989 
sobre las bases del régimen 
local, en la que se alud e al 
desplazamiento en su aplica­
bilidad directa o eficacia terri­
torial de normas estatales no 
básicas por normas autonó­
micas (Fundamento jurídico 
30). Por otra parte, el Tribunal 
viene a estimar innecesarias 

tales disposiciones finales, ya 
que en cualquier momento 
operarán las reglas constitu­
cionales sobre articulación de 
ordenamientos, en especial la 
de supletoriedad en todo ca­
so del Derecho estatal. Con 
ello, sin embargo, no quedan 
solucionadas todas las cues­
tiones de articulación norma­
tiva, dadas la diferentes inter­
pretaciones que de dicha su­
pletoriedad se han hecho en 
abstracto o en su aplicación 
concreta a sectores materiales 
como el urbanismo. En la 
propia doctrina del Tribunal 
Constitucional puede apre­
ciarse una evolución desde la 
consideración de la supleto­
riedad como un titulo com­
petencia! más cuasi universal 
del Estado, a una intelección 
más pragmática y limitada de 
la misma como reserva com­
petencia! que temporalmente 
sirve para llenar los vacíos le­
gislativos que puedan produ­
cirse bien por la existencia de 
diferentes niveles competen­
ciales ent re Comunidades 
Autónomas en una materia, 
bien por la inacuvidad nor­
mativa de éstas. Pero en el ca­
so del urbanismo, en el que 
desde la aprobación de sus 
Estatutos todas las Comuni­
dades Autónomas, sin excep­
ción alguna, tiene potestad le­
gislativa plena, que, como se 
acaba de ver, vienen ejercien­
do con creciente intensidad, 
hasta llegar, como sucede en 
Cataluña, a una amplia recep­
ción del Derecho estatal en el 
propio de la Comunidad (véa­
se el Decreto Legislativo 
l / 1990), cada vez queda me­
nos espacio normativo para 
que pueda JUStificarse la coe­
xistencia de un om nicom­
prensivo Derecho estatal su-

pletorio, especialmente si es 
posconstitucional, y no hay 
es pacio normativo alguno 
que pueda avalar la afirma­
ción de que las leyes urbanís­
ticas del Estado son de aplica­
ción supletoria en cuanto ha­
yan sido afectad as po r las 
leyes de las Comunidades Au­
tónomas, y de aplicación di­
recta cuando la materia no 
haya sido regulada por las 
mismas (7). ¿Qué título puede 
habilitar al Estado para pro­
ducir una legislación urbanís­
tica de aplicación directa si, 
como ha confirmado el Tri­
bunal Constitucional, todas 
las competencias propiamen­
te urbanísticas están en ma­
nos de las Comunidades Au­
tónomas? ¿Qué resultado 
práctico puede obtenerse de 
defender que si, por ejemplo, 
una Comunidad Autónoma 
opta por valorar un suelo de 
tal manera, supletoriamente 
se pueda valorar con otro cri­
terio distinto? Son algunas de 
las preguntas que no deberían 
ignorarse en el tratamiento de 
un problema -el de las rela­
ciones entre o rd enamiento 
en nuestro Estado- que sm 
duda sigue abierto. • 

Rafael Gil Cremades 
Subdirector Genera l de 

Seguimiento Normativo. 
Ministerio para las 

Administraciones Públicas 

(7) RAFAEL GOMEZ-FERRER 
« Leg1slac1ón en materia de urbanis­
mo: competencia de la Comunidad 
y novedades más s1gmfianvas» En 
Estudros sobre el Derecho de la Co­
munidad de Madrid. Madnd, Comu­
nidad de Madnd/Clv1tas, 1987, p. 
473. 
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